




Anexo: A
Marco Normativo



4

Plan Nacional de Seguridad Integral 2019-2030



5

Anexo: A - Marco Normativo 

y
Exaltación de la Libertad en Los Andes

Mural Jorge Perugachy-Universidad Andina Simón Bolívar



6

Plan Nacional de Seguridad Integral 2019-2030

Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana

Artículo Constitución de la República

Art. 3

Son deberes primordiales del Estado:

1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en 
particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y 
el agua para sus habitantes.

2. Garantizar y defender la soberanía nacional.
3. Fortalecer la unidad nacional en la diversidad.
4. Garantizar la ética laica como sustento del quehacer público y el 

ordenamiento jurídico. 
5. Planificar el desarrollo nacional, erradicar la pobreza, promover el   

desarrollo sustentable y la redistribución equitativa de los recursos y la 
riqueza, para acceder al buen vivir. 

6. Promover el desarrollo equitativo y solidario de todo el territorio, mediante 
el fortalecimiento del proceso de autonomías y descentralización. 

7. Proteger el patrimonio natural y cultural del país.
8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la 

seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de 
corrupción.
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Art. 4

El territorio del Ecuador constituye una unidad geográfica e histórica 
de dimensiones naturales, sociales y culturales, legado de nuestros 
antepasados y pueblos ancestrales.  Este territorio comprende el espacio 
continental y marítimo, las islas adyacentes, el mar territorial, el Archipiélago 
de Galápagos, el suelo, la plataforma submarina, el subsuelo y el espacio 
suprayacente continental, insular y marítimo. Sus límites son los determinados 
por los tratados vigentes.
El territorio del Ecuador es inalienable, irreductible e inviolable. Nadie 
atentará contra la unidad territorial ni fomentará la secesión.

La capital del Ecuador es Quito.

El Estado ecuatoriano ejercerá derechos sobre los segmentos 
correspondientes de la órbita sincrónica geoestacionaria, los espacios 
marítimos y la Antártida.

Art. 5
El Ecuador es un territorio de paz. No se permitirá el establecimiento de 
bases militares extranjeras ni de instalaciones extranjeras con propósitos 
militares.  Se prohíbe ceder bases militares nacionales a fuerzas armadas o 
de seguridad extranjeras.

Art. 9
Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano 
tendrán los mismos derechos y deberes que las ecuatorianas, de acuerdo 
con la Constitución.

Art. 40

Se reconoce a las personas el derecho a migrar. No se identificará ni se 
considerará a ningún ser humano como ilegal por su condición migratoria. El 
Estado, a través de las entidades correspondientes, desarrollará entre otras 
las siguientes acciones para el ejercicio de los derechos de las personas 
ecuatorianas en el exterior, cualquiera sea su condición migratoria:

1. Ofrecerá asistencia a ellas y a sus familias, ya sea que éstas residan en 
el exterior o en el país.

2. Ofrecerá atención, servicios de asesoría y protección integral para que 
puedan ejercer libremente sus derechos. 

3. Precautelará sus derechos cuando, por cualquier razón, hayan sido 
privadas de su libertad en el exterior. 

4. Promoverá sus vínculos con el Ecuador, facilitará la reunificación familiar 
y estimulará el retorno voluntario.

5. Mantendrá la confidencialidad de los datos de carácter personal que se 
encuentren en los archivos de las instituciones del Ecuador en el exterior. 

6. Protegerá las familias transnacionales y los derechos de sus miembros.
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Art. 41

Se reconocen los derechos de asilo y refugio, de acuerdo con la ley y los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. Las personas que se 
encuentren en condición de asilo o refugio gozarán de protección especial 
que garantice el pleno ejercicio de sus derechos. El Estado respetará 
y garantizará el principio de no devolución, además de la asistencia 
humanitaria y jurídica de emergencia. 

No se aplicará a las personas solicitantes de asilo o refugio sanciones 
penales por el hecho de su ingreso o de su permanencia en situación de 
irregularidad. 

El Estado, de manera excepcional y cuando las circunstancias lo ameriten, 
reconocerá a un colectivo el estatuto de refugiado, de acuerdo con la ley.

Art. 42

Se prohíbe todo desplazamiento arbitrario. Las personas que hayan sido 
desplazadas tendrán derecho a recibir protección y asistencia humanitaria 
emergente de las autoridades, que asegure el acceso a alimentos, 
alojamiento, vivienda y servicios médicos y sanitarios.

Las niñas, niños, adolescentes, mujeres embarazadas, madres con hijas 
o hijos menores, personas adultas mayores y personas con discapacidad 
recibirán asistencia humanitaria preferente y especializada. 

Todas las personas y grupos desplazados tienen derecho a retornar a su 
lugar de origen de forma voluntaria, segura y digna.

Art. 261

El Estado central tendrá competencias exclusivas sobre:

1. La defensa nacional, protección interna y orden público. 
2. Las relaciones internacionales. 
3. El registro de personas, nacionalización de extranjeros y control 

migratorio.
4. La planificación nacional. 
5. Las políticas económica, tributaria, aduanera, arancelaria; fiscal y 

monetaria; comercio exterior y endeudamiento. 
6. Las políticas de educación, salud, seguridad social, vivienda. 
7. Las áreas naturales protegidas y los recursos naturales.
8. El manejo de desastres naturales.
9. Las que le corresponda aplicar como resultado de tratados 

internacionales.
10. El espectro radioeléctrico y el régimen general de comunicaciones y 

telecomunicaciones; puertos y aeropuertos. 
11. Los recursos energéticos; minerales, hidrocarburos, hídricos, biodiversidad 

y recursos forestales.
12. El control y administración de las empresas públicas nacionales.
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Art. 276

El régimen de desarrollo tendrá los siguientes objetivos:

1. Mejorar la calidad y esperanza de vida, y aumentar las capacidades y 
potencialidades de la población en el marco de los principios y derechos 
que establece la Constitución. 

2. Construir un sistema económico, justo, democrático, productivo, solidario 
y sostenible basado en la distribución igualitaria de los beneficios del 
desarrollo, de los medios de producción y en la generación de trabajo 
digno y estable. 

3. Fomentar la participación y el control social, con reconocimiento de las 
diversas identidades y promoción de su representación equitativa, en 
todas las fases de la gestión del poder público. 

4. Recuperar y conservar la naturaleza y mantener un ambiente sano y 
sustentable que garantice a las personas y colectividades el acceso 
equitativo, permanente y de calidad al agua, aire y suelo, y a los 
beneficios de los recursos del subsuelo y del patrimonio natural. 

5. Garantizar la soberanía nacional, promover la integración 
latinoamericana e impulsar una inserción estratégica en el contexto 
internacional, que contribuya a la paz y a un sistema democrático y 
equitativo mundial. 

6. Promover un ordenamiento territorial equilibrado y equitativo que integre 
y articule las actividades socioculturales, administrativas, económicas y 
de gestión, y que coadyuve a la unidad del Estado. 

7. Proteger y promover la diversidad cultural y respetar sus espacios de 
reproducción e intercambio; recuperar, preservar y acrecentar la 
memoria social y el patrimonio cultural.

Art. 416

Las relaciones del Ecuador con la comunidad internacional responderán 
a los intereses del pueblo ecuatoriano, al que le rendirán cuenta sus 
responsables y ejecutores, y en consecuencia:

1. Proclama la independencia e igualdad jurídica de los Estados, la 
convivencia pacífica y la autodeterminación de los pueblos, así como 
la cooperación, la integración y la solidaridad.

2. Propugna la solución pacífica de las controversias y los conflictos 
internacionales, y rechaza la amenaza o el uso de la fuerza para 
resolverlos.

3. Condena la injerencia de los Estados en los asuntos internos de otros 
Estados, y cualquier forma de intervención, sea incursión armada, 
agresión, ocupación o bloqueo económico o militar.
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4. Promueve la paz, el desarme universal; condena el desarrollo y uso de 
armas de destrucción masiva y la imposición de bases o instalaciones con 
propósitos militares de unos Estados en el territorio de otros. 

5. Reconoce los derechos de los distintos pueblos que coexisten dentro 
de los Estados, en especial el de promover mecanismos que expresen, 
preserven y protejan el carácter diverso de sus sociedades, y rechaza el 
racismo, la xenofobia y toda forma de discriminación. 

6. Propugna el principio de ciudadanía universal, la libre movilidad de todos 
los habitantes del planeta y el progresivo fin de la condición de extranjero 
como elemento transformador de las relaciones desiguales entre los 
países, especialmente Norte-Sur. 

7. Exige el respeto de los derechos humanos, en particular de los derechos 
de las personas migrantes, y propicia su pleno ejercicio mediante 
el cumplimiento de las obligaciones asumidas con la suscripción de 
instrumentos internacionales de derechos humanos.

8. Condena toda forma de imperialismo, colonialismo, neocolonialismo, y 
reconoce el derecho de los pueblos a la resistencia y liberación de toda 
forma de opresión.

9. Reconoce al derecho internacional como norma de conducta, y 
demanda la democratización de los organismos internacionales y la 
equitativa participación de los Estados al interior de estos.

10. Promueve la conformación de un orden global multipolar con la 
participación activa de bloques económicos y políticos regionales, y el 
fortalecimiento de las relaciones horizontales para la construcción de un 
mundo justo, democrático, solidario, diverso e intercultural.

11. Impulsa prioritariamente la integración política, cultural y económica de 
la región andina, de América del Sur y de Latinoamérica.

12. Fomenta un nuevo sistema de comercio e inversión entre los Estados 
que se sustente en la justicia, la solidaridad, la complementariedad, la 
creación de mecanismos de control internacional a las corporaciones 
multinacionales y el establecimiento de un sistema financiero internacional, 
justo, transparente y equitativo. Rechaza que controversias con empresas 
privadas extranjeras se conviertan en conflictos entre Estados.

13. Impulsa la creación, ratificación y vigencia de instrumentos internacionales 
para la conservación y regeneración de los ciclos vitales del planeta y la 
biosfera.

Art. 417

Los tratados internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo 
establecido en la Constitución.  En el caso de los tratados y otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos se aplicarán los principios pro ser 
humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de 
cláusula abierta establecidos en la Constitución.
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Art. 422

No se podrá celebrar tratados o instrumentos internacionales en los que 
el Estado ecuatoriano ceda jurisdicción soberana a instancias de arbitraje 
internacional, en controversias contractuales o de índole comercial, entre 
el Estado y personas naturales o jurídicas privadas. 

Se exceptúan los tratados e instrumentos internacionales que establezcan 
la solución de controversias entre Estados y ciudadanos en Latinoamérica 
por instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de 
designación de los países signatarios. No podrán intervenir jueces de los 
Estados que como tales o sus nacionales sean parte de la controversia.

En el caso de controversias relacionadas con la deuda externa, el Estado 
ecuatoriano promoverá soluciones arbitrales en función del origen de la 
deuda y con sujeción a los principios de transparencia, equidad y justicia 
internacional.

Art. 423

La integración, en especial con los países de Latinoamérica y el Caribe 
será un objetivo estratégico del Estado. En todas las instancias y procesos 
de integración, el Estado ecuatoriano se comprometerá a:

1. Impulsar la integración económica, equitativa, solidaria y 
complementaria; la unidad productiva, financiera y monetaria; 
la adopción de una política económica internacional común; el 
fomento de políticas de compensación para superar las asimetrías 
regionales; y el comercio regional, con énfasis en bienes de alto valor 
agregado. 

2. Promover estrategias conjuntas de manejo sustentable del patrimonio 
natural, en especial la regulación de la actividad extractiva; 
la cooperación y complementación energética sustentable; la 
conservación de la biodiversidad, los ecosistemas y el agua; la 
investigación, el desarrollo científico y el intercambio de conocimiento 
y tecnología; y la implementación de estrategias coordinadas de 
soberanía alimentaria.

3. Fortalecer la armonización de las legislaciones nacionales con énfasis 
en los derechos y regímenes laboral, migratorio, fronterizo, ambiental, 
social, educativo, cultural y de salud pública, de acuerdo con los 
principios de progresividad y de no regresividad.

4. Proteger y promover la diversidad cultural, el ejercicio de la 
interculturalidad, la conservación del patrimonio cultural y la memoria 
común de América Latina y del Caribe, así como la creación de 
redes de comunicación y de un mercado común para las industrias 
culturales.
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5. Propiciar la creación de la ciudadanía latinoamericana y caribeña; 
la libre circulación de las personas en la región; la implementación de 
políticas que garanticen los derechos humanos de las poblaciones 
de frontera y de los refugiados; y la protección común de los 
latinoamericanos y caribeños en los países de tránsito y destino 
migratorio.

6. Impulsar una política común de defensa que consolide una alianza 
estratégica para fortalecer la soberanía de los países y de la región. 

7. Favorecer la consolidación de organizaciones de carácter 
supranacional conformadas por Estados de América Latina y del 
Caribe, así como la suscripción de tratados y otros instrumentos 
internacionales de integración regional.

Artículo Ley Orgánica de Movilidad Humana

Toda la 
Ley

Art. 1. Objeto y ámbito. La presente Ley tiene por objeto regular el ejercicio 
de derechos, obligaciones, institucionalidad y mecanismos vinculados 
a las personas en movilidad humana, que comprende emigrantes, 
inmigrantes, personas en tránsito, personas ecuatorianas retornadas, 
quienes requieran de protección internacional, víctimas de los delitos de 
trata de personas y de tráfico ilícito de migrantes; y, sus familiares.

Para el caso de las víctimas de trata de personas y tráfico ilícito de 
migrantes, esta Ley tiene por objeto establecer el marco de prevención, 
protección, atención y reinserción que el Estado desarrollará a través 
de las distintas políticas públicas, de conformidad con el ordenamiento 
jurídico. (…).

Artículo Ley Orgánica del Servicio Exterior

Toda la 
Ley

Art. 1. El Servicio Exterior tiene a su cargo cumplir la gestión internacional 
del Estado, conforme a la Constitución Política de la República, a las leyes 
y al derecho internacional. El Servicio Exterior, bajo la inmediata dirección 
del Ministro de Relaciones Exteriores, ejecuta la política internacional, 
vela por el respeto de la personalidad, soberanía, independencia, 
dignidad e integridad territorial de la República y asegura la defensa de 
sus derechos y la protección de sus intereses. (…).



13

Anexo: A - Marco Normativo 

Artículo Ley  de Seguridad Pública y del Estado

Art. 1

Del objeto de la ley.- La presente ley tiene por objeto regular la seguridad 
integral del Estado democrático de derechos y justicia y todos los 
habitantes del Ecuador, garantizando el orden público, la convivencia, 
la paz y el buen vivir, en el marco de sus derechos y deberes como 
personas naturales y jurídicas, comunidades, pueblos, nacionalidades 
y colectivos, asegurando la defensa nacional, previniendo los riesgos y 
amenazas de todo orden, a través del Sistema de Seguridad Pública y 
del Estado.

El Estado protegerá a las ecuatorianas y a los ecuatorianos que residan o 
estén domiciliados en el exterior, conforme lo previsto en la Constitución 
de la República, los tratados internacionales y la ley.

Art. 2

De los ámbitos de la ley.- Al amparo de esta ley se establecerán e 
implementarán políticas, planes, estrategias y acciones oportunas 
para garantizar la soberanía e integridad territorial, la seguridad de 
las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, 
e instituciones, la convivencia ciudadana de una manera integral, 
multidimensional, permanente, la complementariedad entre lo público y 
lo privado, la iniciativa y aporte ciudadanos, y se establecerán estrategias 
de prevención para tiempos de crisis o grave conmoción social.

Se protegerá el patrimonio cultural, la diversidad biológica, los recursos 
genéticos, los recursos naturales, la calidad de vida ciudadana, la 
soberanía alimentaria; y en el ámbito de la seguridad del Estado 
la protección y control de los riesgos tecnológicos y científicos, la 
tecnología e industria militar, el material bélico, tenencia y porte de 
armas, materiales, sustancias biológicas y radioactivas, etc.

Art. 3

De la garantía de seguridad pública.- Es deber del Estado promover y 
garantizar la seguridad de todos los habitantes, comunidades, pueblos, 
nacionalidades y colectivos del Ecuador, y de la estructura del Estado, 
a través del Sistema de Seguridad Pública y del Estado, responsable de 
la seguridad pública y del Estado con el fin de coadyuvar al bienestar 
colectivo, al desarrollo integral, al ejercicio pleno de los derechos 
humanos y de los derechos y garantías constitucionales.
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Art. 4

De los principios de la seguridad pública y del Estado.- La seguridad 
pública y del Estado se sujetará a los derechos y garantías establecidos en 
la Constitución de la República, los tratados internacionales de derechos 
humanos, y se guiará por los siguientes principios:

a) Integralidad.- La seguridad pública será integral para todos los 
habitantes del Ecuador, comunidades, pueblos, nacionalidades, 
colectivos, para la sociedad en su conjunto, las instituciones públicas 
y privadas, y comprende acciones conjugadas de prevención, 
protección, defensa y sanción. Así, se prevendrán los riesgos y amenazas 
que atenten contra la convivencia, la seguridad de los habitantes y del 
Estado y el desarrollo del país; se protegerá la convivencia y seguridad 
ciudadanas, se defenderá la soberanía y la integridad territorial; se 
sancionarán las acciones y omisiones que atenten a la seguridad 
pública y del Estado;

b) Complementariedad.- La seguridad pública es responsabilidad del 
Estado, que promoverá un orden social democrático que asegure la 
convivencia pacífica, con la participación y veeduría ciudadana para 
el mantenimiento de la paz;

c) Prioridad y oportunidad.- El Estado en sus planes y acciones de 
seguridad, dará prioridad a la prevención basada en la prospección y 
en medidas oportunas en casos de riesgos de cualquier tipo;

d) Proporcionalidad.- Las acciones de seguridad y la asignación de 
recursos serán proporcionales a las necesidades de prevención y 
protección, y a la magnitud y trascendencia de los factores que 
atenten contra la seguridad de los habitantes y del Estado;

e) Prevalencia.- Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido 
de los derechos y las garantías constitucionales de los habitantes, 
comunidades, pueblos, nacionalidades, colectivos. Sólo en casos 
de estados de excepción podrá temporalmente limitarse el ejercicio 
del derecho a la inviolabilidad de domicilio, inviolabilidad de 
correspondencia, libertad de tránsito, libertad de asociación y reunión, 
y libertad de información de conformidad con la Constitución, y;

f) Responsabilidad.- Las entidades públicas tienen la obligación de facilitar 
coordinadamente los medios humanos, materiales y tecnológicos para 
el cumplimiento de los fines de la presente ley.

La responsabilidad operativa corresponde a la entidad en cuyo ámbito 
y competencia radique su misión, funciones y naturaleza legalmente 
asignadas.
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Art. 11

De los órganos ejecutores.- Los órganos ejecutores del Sistema de 
Seguridad Pública y del Estado estarán a cargo de las acciones de 
defensa, orden público, prevención y gestión de riesgos, conforme lo 
siguiente:

a) De la defensa: ministerios de Defensa, Relaciones Exteriores y Fuerzas 
Armadas.- La defensa de la soberanía del Estado y la integridad 
territorial tendrá como entes rectores al Ministerio de Defensa y al 
de Relaciones Exteriores en los ámbitos de su responsabilidad y 
competencia. Corresponde a las Fuerzas Armadas su ejecución para 
cumplir con su misión fundamental de defensa de la soberanía e 
integridad territorial.

El Ministerio de Relaciones Exteriores, previo acuerdo con el Ministerio 
de Defensa, coordinará la cooperación, intercambio de información 
y operaciones militares combinadas con otros países, conforme a los 
instrumentos y tratados internacionales, en el marco del respeto a la 
soberanía nacional, a los derechos de las personas, comunidades, 
pueblos, nacionalidades y colectivos definidos en la Constitución y en 
la ley;

b) Del orden público: ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, y, Policía 
Nacional.- La protección interna, el mantenimiento y control del 
orden público tendrán como ente rector al Ministerio de Gobierno, 
Policía y Cultos. 

Corresponde a la Policía Nacional su ejecución, la que contribuirá con 
los esfuerzos públicos, comunitarios y privados para lograr la seguridad 
ciudadana, la protección de los derechos, libertades y garantías de 
la ciudadanía. 

Apoyará y ejecutará todas las acciones en el ámbito de su 
responsabilidad constitucional para proteger a los habitantes en 
situaciones de violencia, delincuencia común y crimen organizado. 
Coordinará su actuación con los órganos correspondientes de la 
función judicial.

La Policía Nacional desarrollará sus tareas de forma desconcentrada 
a nivel local y regional, en estrecho apoyo y colaboración con los 
gobiernos autónomos descentralizados.
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El Ministerio de Relaciones Exteriores, previo acuerdo con el Ministerio 
de Gobierno, Policía y Cultos, coordinará la cooperación, intercambio 
de información y operaciones policiales acordadas con otros países, 
conforme a los instrumentos y tratados internacionales, en el marco 
del respeto a la soberanía nacional y a los derechos de los personas, 
comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos definidos en la 
Constitución y la ley;

c) De la Prevención: entidades Responsables.- En los términos de esta 
ley, la prevención y la protección de la convivencia y seguridad 
ciudadanas, corresponden a todas las entidades del Estado. El Plan 
Nacional de Seguridad Integral fijará las prioridades y designará las 
entidades públicas encargadas de su aplicación, de acuerdo al tipo 
y naturaleza de los riesgos, amenazas o medidas de protección o 
prevención priorizadas.

Cada ministerio de estado estructurará y desarrollará un plan de 
acción en concordancia con el plan nacional de seguridad integral, 
de acuerdo a su ámbito de gestión. El Ministerio de Gobierno, Policía 
y Cultos asegurará la coordinación de sus acciones con los gobiernos 
autónomos descentralizados en el ámbito de sus competencias, para 
una acción cercana a la ciudadanía y convergente con ésta; y, En 
el ámbito de prevención, para proteger la convivencia y seguridad, 
todas las entidades deberán coordinar con el ministerio rector de la 
materia.

d) De la gestión de riesgos.- La prevención y las medidas para 
contrarrestar, reducir y mitigar los riesgos de origen natural y antrópico 
o para reducir la vulnerabilidad, corresponden a las entidades 
públicas y privadas, nacionales, regionales y locales. La rectoría la 
ejercerá el Estado a través de la Secretaría Nacional de Gestión de 
Riesgos.

Art. 31

De la notificación a organismos nacionales e internacionales.- De 
conformidad con la Constitución de la República del Ecuador, la 
declaratoria de estado de excepción y su renovación, en caso de 
haberla, deberán ser notificadas a la Asamblea Nacional y a la Corte 
Constitucional; y, en el ámbito internacional a la Organización de las 
Naciones Unidas –ONU- y la Organización de Estados Americanos 
- OEA, en caso de suspensión o limitación de derechos y garantías 
constitucionales.
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La notificación deberá ser realizada dentro de las 48 horas a partir de 
su firma, explicando los fundamentos y causas que condujeron a su 
declaratoria o su renovación, y, las medidas dispuestas.

Si el Presidente o Presidenta no notificare la declaratoria del estado de 
excepción o su renovación, de ser el caso, éste se entenderá caducado.

Cuando termine el estado de excepción por haber desaparecido las 
causas que lo motivaron o por terminación del plazo de su declaratoria, 
el Presidente o la Presidenta de la República deberá notificarla dentro del 
plazo de cuarenta y ocho (48) horas adjuntando el informe respectivo.

Si las circunstancias lo justifican, la Asamblea Nacional podrá revocar 
el decreto en cualquier tiempo, sin perjuicio del pronunciamiento que 
sobre su constitucionalidad pueda realizar la Corte Constitucional.

Artículo Reglamento a la Ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 37
Otros sujetos de movilización.- Son también sujetos de movilización los 
ecuatorianos radicados en el exterior, que se presenten ante el Jefe de 
Misión o Cónsul del Ecuador más cercano a su domicilio.
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Ministerio de Defensa Nacional

Artículo Constitución de la República

Art. 3
Son deberes primordiales del Estado:

2. Garantizar y defender la soberanía nacional.

Art. 147

Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la República, 
además de los que determine la ley:

Ejercer la máxima autoridad de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional 
y designar a los integrantes del alto mando militar y policial.

Art. 158

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional son instituciones de protección 
de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos.

Las Fuerzas Armadas tienen como misión fundamental la defensa de la 
soberanía y la integridad territorial. 

La protección interna y el mantenimiento del orden público son funciones 
privativas del Estado y responsabilidad de la Policía Nacional. 

Las servidoras y servidores de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional 
se formarán bajo los fundamentos de la democracia y de los derechos 
humanos, y respetarán la dignidad y los derechos de las personas sin 
discriminación alguna y con apego irrestricto al ordenamiento jurídico.
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Art. 162

Las Fuerzas Armadas sólo podrán participar en actividades económicas 
relacionadas con la defensa nacional, y podrán aportar su contingente 
para apoyar el desarrollo nacional, de acuerdo con la ley. 

Las Fuerzas Armadas podrán organizar fuerzas de reserva, de acuerdo a las 
necesidades para el cumplimiento de sus funciones. El Estado asignara los 
recursos necesarios para su equipamiento, entrenamiento y formación.

Art. 260
El ejercicio de las competencias exclusivas no excluirá el ejercicio 
concurrente de la gestión en la prestación de servicios públicos y
actividades de colaboración y complementariedad entre los distintos 
niveles de gobierno.

Artículo Ley Orgánica de la Defensa Nacional

Art. 2

Las Fuerzas Armadas, como parte de la fuerza pública, tiene la siguiente 
misión:

a) Conservar la soberanía nacional
b) Defender la integridad, la unidad e independencia del Estado; y,
c) Garantizar el ordenamiento jurídico y democrático del estado social de 

derecho 

Además, colaborar con el desarrollo social y económico del país; podrán 
participar en actividades económicas relacionadas exclusivamente  con 
la defensa nacional; e, intervenir en los demás aspectos concernientes a la 
seguridad nacional, de acuerdo con la ley.

Art. 3

El Presidente de la República  es la máxima autoridad de las Fuerzas Armadas 
y ejerce tales funciones de conformidad con lo dispuesto en la Constitución 
Política de la República y más leyes pertinentes.

Sus funciones constitucionales, en los aspectos político–administrativos, las 
implementará a través del Ministerio de Defensa Nacional; y, en los aspectos 
militar- estratégicos, con el Comando Conjunto, sin perjuicio de  que las 
ejerza directamente. 

Art. 4

De acuerdo a la Constitución Política de la República, en caso de inminente 
agresión externa o guerra internacional, El Presidente de la República ejercerá 
la dirección política  de la guerra y podrá delegar al Jefe del Comando 
Conjunto de las Fuerzas Armadas, el mando y conducción militar- estratégico, 
así  como la competencia territorial, de acuerdo con los planes militares.
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La división territorial  de las zonas y la organización del mundo de las Fuerzas 
Armadas para tiempos de conflicto o guerra serán establecidas en base a 
la planificación militar, mediante decreto ejecutivo.

Art. 5

En caso de grave conmoción interna o catástrofes naturales, previa 
declaratoria del estado de emergencia, el Presidente de la República, 
a través del Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, podrá 
delegar la conducción de las operaciones militares, a los Comandantes de
las Fuerzas de Tarea, quienes tendrán mando y competencias, de acuerdo 
con las normas y planes respectivos

Art. 6

Son órganos de la Defensa Nacional:
a) El Consejo de Seguridad Nacional;
b) El Ministerio de Defensa Nacional;
c) El Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas;
d) Las Fuerzas: Terrestre, Naval y Aérea;
e) Los órganos reguladores de la situación militar y profesional del personal 
de las Fuerzas Armadas;
f) Los órganos asesores; y,
g) Las entidades adscritas, dependientes y de apoyo.

Art. 8 El Ministerio de Defensa Nacional, es el órgano político, estratégico y 
administrativo de la defensa nacional.

Art. 10

Las atribuciones y obligaciones del Ministro de Defensa Nacional, son:

a) Administrar las Fuerzas Armadas de conformidad a las políticas y directivas 
impartidas por el Presidente de la República;

b) Ejercer la representación legal del Ministerio de Defensa Nacional y de 
las Ramas de las  Fuerzas Armadas;

c) Dirigir la política de defensa nacional;
d) Emitir las políticas para la planificación estratégica institucional;
e) Coordinar y apoyar la política de seguridad del Estado;
f) Elaborar la directiva de defensa militar;
g) Expedir las normas, acuerdos, reglamentos internos de gestión de 

aplicación general en las tres Ramas de las Fuerzas Armadas, así como 
los reglamentos internos de gestión de cada Fuerza;

h) Elaborar y presentar a consideración del Presidente de la República, 
los proyectos de convenios, resoluciones, acuerdos, decretos y leyes 
que tengan como propósito permitir a las Fuerzas Armadas el mejor 
cumplimiento de su misión constitucional;



21

Anexo: A - Marco Normativo 

i) Planificar y coordinar con los organismos competentes del Estado, la 
participación de las Fuerzas Armadas en el desarrollo social y económico 
del país;

j) Conocer y resolver sobre las proformas presupuestarias presentadas por 
el Ministerio de Defensa Nacional, Comando Conjunto, Fuerzas Terrestre, 
Naval y Aérea y sus entidades adscritas o dependientes, aplicables al 
presupuesto general del Estado; y, darles el trámite correspondiente;

k) Ejercer las funciones de Vicepresidente de la H. Junta de Defensa 
Nacional, de acuerdo con la ley;

l) Someter a la aprobación del Presidente de la República el Reglamento 
Orgánico de las Fuerzas Armadas;

m) Delegar su representación legal al Subsecretario General, al Jefe del 
Comando Conjunto, Comandantes de Fuerza, subsecretarios y otras 
autoridades, de conformidad con el Estatuto Jurídico Administrativo de 
la Función Ejecutiva, para firmar convenios, contratos y desarrollar actos 
administrativos;

n) Conocer y resolver las impugnaciones o reclamos sobre las resoluciones 
del Consejo Supremo de Fuerzas Armadas;

o) Presentar al Presidente de la República y demás autoridades competentes 
los informes técnicos emitidos por los diferentes organismos de las Fuerzas 
Armadas;

p) Garantizar el respeto a los derechos humanos por parte de los miembros 
de las Fuerzas Armadas en el cumplimiento de su deber; y,

q) Las demás, constantes en la Constitución Política de la República, leyes 
y reglamentos pertinentes.

Artículo Ley  de Seguridad Pública y del Estado

Art. 4

De los principios de la seguridad pública y del Estado.- La seguridad 
pública y del Estado se sujetará a los derechos y garantías establecidos en 
la Constitución de la República, los tratados internacionales de derechos 
humanos, y se guiará por los siguientes principios:

a) Integralidad.- La seguridad pública será integral para todos los 
habitantes del Ecuador, comunidades, pueblos, nacionalidades, 
colectivos, para la sociedad en su conjunto, las instituciones públicas 
y privadas, y comprende acciones conjugadas de prevención, 
protección, defensa y sanción. Así, se prevendrán los riesgos y 
amenazas que atenten contra la convivencia, la seguridad de 
los habitantes y del Estado y el desarrollo del país; se protegerá la 
convivencia y seguridad ciudadanas, se defenderá la soberanía y 
la integridad territorial; se sancionarán las acciones y omisiones que 
atenten a la seguridad pública y del Estado.
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Art. 6

Del Consejo de Seguridad Pública y del Estado.- El Consejo de Seguridad 
Pública y del Estado, estará conformado por:

1. Presidente o Presidenta Constitucional de la República, quien lo 
presidirá;

2. Vicepresidente o Vicepresidenta Constitucional de la República;
3. Presidente o Presidenta de la Asamblea Nacional;
4. Presidente o Presidenta de la Corte Nacional de Justicia;
5. Ministro o Ministra de Coordinación de Seguridad;
6. Ministro o Ministra de Defensa Nacional;
7. Ministro o Ministra de Gobierno, Policía y Cultos;
8. Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores;
9. Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas;
10. Comandante General de la Policía.

Podrán además participar representantes de entidades públicas, y, 
representantes de entidades de la sociedad, ciudadanos y ciudadanas 
que la Presidenta o Presidente de la República considere necesario 
convocar.

El Secretario del Consejo será el Ministro o Ministra de Coordinación de 
Seguridad o quien haga sus veces.

El Consejo de Seguridad Pública y del Estado se reunirá cuando lo 
convoque el Presidente.

Art. 11

De los órganos ejecutores.- Los órganos ejecutores del Sistema de Seguridad 
Pública y del Estado estarán a cargo de las acciones de defensa, orden 
público, prevención y gestión de riesgos, conforme lo siguiente:

a) De la defensa: Ministerios de Defensa, Relaciones Exteriores y Fuerzas 
Armadas.- La defensa de la soberanía del Estado y la integridad territorial 
tendrá como entes rectores al Ministerio de Defensa y al de Relaciones 
Exteriores en los ámbitos de su responsabilidad y competencia. 
Corresponde a las Fuerzas Armadas su ejecución para cumplir con su 
misión fundamental de defensa de la soberanía e integridad territorial.

El Ministerio de Relaciones Exteriores, previo acuerdo con el Ministerio 
de Defensa, coordinará la cooperación, intercambio de información 
y operaciones militares combinadas con otros países, conforme a los 
instrumentos y tratados internacionales, en el marco del respeto a la 
soberanía nacional, a los derechos de las personas, comunidades, pueblos, 
nacionalidades y colectivos definidos en la Constitución y en la ley.
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Art. 35

De la complementariedad de acciones de las Fuerzas Armadas y Policía 
Nacional.- Declarado el estado de excepción y siempre que el Presidente 
de la República haya dispuesto el empleo de las Fuerzas Armadas y 
la Policía Nacional, deberán coordinar acciones para que las Fuerzas 
Armadas apoyen a la Policía Nacional, responsable del mantenimiento 
del orden público, hasta que éste haya sido restablecido. Será el Ministro 
de Gobierno, Policía y Cultos el responsable de la coordinación de las 
acciones entre la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas.

Art. 38

De las zonas de seguridad: Zonas de seguridad de fronteras y áreas 
reservadas de seguridad.- Por zona de seguridad se entiende el espacio 
territorial ecuatoriano cuya importancia estratégica, características y 
elementos que la conforman, requieren de una regulación especial con 
la finalidad de garantizar la protección de esta zona ante eventuales 
graves afectaciones o amenazas a la seguridad objeto de esta ley.

Son sujetos de regulación especial los bienes, espacios geográficos, 
servicios y actividades que se encuentren en esta zona.

El Plan Nacional de Seguridad Integral considerará las acciones de 
prevención y protección para la seguridad de las fronteras del país.

Son zonas de seguridad, las de frontera y las áreas reservadas de 
seguridad que establezca el Presidente o Presidenta de la República, por 
recomendación del Consejo de Seguridad Pública y del Estado, previo 
informe elaborado por el Ministerio de Coordinación de Seguridad o quien 
haga sus veces.

Art. 39
De la delimitación de zona de frontera.- La zona de seguridad de frontera 
abarca el espacio terrestre de veinte (20) kilómetros desde los límites 
fronterizos hacia el interior del territorio nacional, el espacio marítimo de 
diez (10) millas náuticas, y el espacio aéreo correspondiente.

Art. 43

De la protección de instalaciones e infraestructura.- El Ministro de Defensa 
Nacional ante circunstancias de inseguridad críticas que pongan en peligro 
o grave riesgo la gestión de las empresas públicas y privadas, responsables 
de la gestión de los sectores estratégicos dispondrá a las Fuerzas Armadas, 
como medida de prevención, la protección de las instalaciones e 
infraestructura necesaria para garantizar el normal funcionamiento.
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Artículo Ley de Fabricación, Importación, Exportación, Comercialización y
Tenencia de Armas, Municiones, Explosivos y Accesorios

Art. 4

Se someten al control del Ministerio de Defensa Nacional a través del 
Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas la importación, exportación, 
comercialización, almacenamiento comercio interior y fabricación de 
armas de fuego, municiones, fuegos de artificio, pólvoras o toda clase 
de explosivos así como también las materias primas para la fabricación 
de explosivos; los medios de inflamación tales como: guías para minas 
fulminantes y detonadores; productos químicos, elementos de uso en la 
guerra química o adaptables a ella.

Art. 5

Quedan sometidos a este control:
a) Las armas de fuego de todo calibre;
b) Las municiones de todo tipo;
c) Los explosivos y las materias primas para su fabricación;
d) Las substancias químicas inflamables, asfixiantes, tóxicas o corrosivas; y
e) Las instalaciones destinadas a la fabricación, almacenamiento
y comercialización de estos elementos.

El Reglamento de esta Ley establecerá las normas de Control a que se 
refiere esta disposición. 

Artículo Reglamento a la Ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 46

Presencia y vigilancia militar.- Es responsabilidad de los respectivos 
comandos militares designados por el Comando Conjunto de las 
Fuerzas Armadas, emitir los correspondientes planes y directivas para 
la aplicación de las regulaciones especiales de seguridad, defensa y 
control establecidos por el Ministerio de Coordinación de Seguridad, en 
las zonas de seguridad del territorio continental, insular, mar territorial y 
espacio aéreo nacionales.

Art. 50

Desarrollo de la industria.- El desarrollo de la industria para la defensa y 
la seguridad interna y para el fomento de la investigación científica y 
tecnológica para estos fines, guardarán concordancia con los objetivos 
del Plan de Seguridad Nacional Integral, de acuerdo a los lineamientos 
determinados por el Presidente o Presidenta de la República por 
recomendación del Consejo de Seguridad Pública y del Estado, previo 
informe del Ministerio de Coordinación de Seguridad.
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Artículo
Acuerdo Ministerial Nº 062 del 13 de marzo de 2019

(Impartir disposiciones al Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas para 
el apoyo a otras instituciones del Estado)

Art. 1

Objeto.- Establecer lineamientos para que el Comando Conjunto de las 
Fuerzas Armadas como máximo órgano de planificación, preparación 
y conducción estratégica de las operaciones militares, sin descuidar el 
cumplimiento de su misión fundamental en la defensa de la soberanía e 
integridad territorial; así como, la protección de los derechos, libertades 
y garantías de los ciudadanos, planifique y ejecute el apoyo a otras 
instituciones del Estado.

Art. 2
Ámbito de Aplicación.- El presente acuerdo es de aplicación obligatoria 
para el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, y su accionar será en 
base a las competencias definidas en la Constitución y la Ley; así como en 
los protocolos de apoyo expedidos para el efecto.

Art. 3

El Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas para la ejecución de 
las operaciones militares de apoyo dará cumplimiento a las siguientes 
disposiciones.

Cuando no se requiera la emisión de estado de excepción, proporcionará 
el apoyo enmarcado en el ámbito de sus competencias; y, en base a 
la solicitud motivada de la máxima autoridad, acompañada de la 
planificación correspondiente.

3.2. Para el apoyo dispondrá de líneas de mando directas para la 
coordinación efectiva en los diferentes niveles amparados en el 
marco legal vigente que permitan el empleo de los recursos materiales 
y humanos destinados para la defensa.

3.3  El Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas dispondrá a la Dirección 
Nacional de Espacios Acuáticos (DIRNEA), la coordinación con la 
Policía Nacional a fin de que se dé cumplimiento a la normativa legal 
vigente, con énfasis en:
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Art. 3

a) Observancia de los protocolos marítimos en la ejecución de 
los operativos.

b) Cumplimiento de las regulaciones de la salvaguarda de la 
vida humana en el mar.

c) El personal y embarcaciones deberán contar con las matriculas 
otorgadas por la Capitanía de Puerto de la Jurisdicción, 
cuando los operativos sean en los canales, ríos y brazos de 
mar urbanos.

d) Las embarcaciones deberán contar con el permiso de zarpe 
autorizado previo a realizar operativos en los canales, ríos y 
brazos de mar urbano.

Art. 4

El personal militar en cumplimiento a lo establecido en el Código Orgánico 
Integral Penal, deberá aprehender a quienes sean sorprendidos en delito 
flagrante e informar sus derechos constitucionales, debiendo entregarlos de 
inmediato a servidores de la Policía Nacional y/o Fiscalía de la jurisdicción 
más cercana para que se realice el respectivo procedimiento legal; con 
los indicios con los que fueron sorprendidos los infractores, y el respectivo 
parte militar.

Art. 5

En actividades de apoyo a la Policía Nacional en el control del orden público 
y seguridad ciudadana, el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas 
planificará y dispondrá el empleo militar en base a la doctrina y equipo 
contra disturbios y motines disponibles.

En lo relacionado a antiterrorismo, el Comando Conjunto de las Fuerzas 
Armadas planificará y dispondrá el empleo militar en base a la doctrina 
concebida para el efecto.

Art. 6

El apoyo al Servicio Nacional de Aduana del Ecuador (SENAE) en la 
prevención y lucha contra los delitos de contrabando, se orientará 
exclusivamente al control de precursores químicos, y derivados de 
petróleo, mediante operaciones militares en los ámbitos: terrestre 
veinte kilómetros en el límite de frontera; marítimo mar territorial y aguas 
interiores; y aéreo en el espacio aéreo jurisdiccional.
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Art. 7
En las operaciones de apoyo, al Servicio Nacional de Gestión de Riesgos 
y Emergencias en la prevención, reducción, mitigación, respuesta y 
reconstrucción de los riesgos de origen natural y antrópico, las realizará 
en base a sus capacidades en el marco de la Constitución y la Ley.

Disposiciones Generales

Primera
Las operaciones militares en apoyo a otras instituciones estarán sujetas 
a las disposiciones de la Constitución de la República y la ley, así 
como a los protocolos en los que se establezcan los procedimientos 
correspondientes.

Segunda
La ejecución de las operaciones se las realizará previa a las coordinaciones 
entre el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas e Instituciones, de 
acuerdo a la planificación respectiva.

Tercera
Las acciones administrativas que se deriven de la coordinación con Policía 
Nacional, Servicio Nacional de Aduana, y el Servicio Nacional de Gestión 
de Riesgos y Emergencias; y otras instituciones, se ejecutarán en el marco 
de las directrices establecidas en este acuerdo.
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Ministerio del Interior

Artículo Constitución de la República

Art. 3

Son deberes primordiales del Estado:

2. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en 
particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el 
agua para sus habitantes.

8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la 
seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de 
corrupción.

Art. 9
Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano 
tendrán los mismos derechos y deberes que las ecuatorianas, de acuerdo 
con la Constitución.

Art. 10

Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son 
titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en 
los instrumentos internacionales. 

La naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la 
Constitución.
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Art. 11

EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:

•	 Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e 
inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, 
administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.

•	 Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no 
se exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la 
Constitución o la ley. Los derechos serán plenamente justiciables. No 
podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su violación o 
desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 
negar su reconocimiento.

Art. 19

La ley regulará la prevalencia de contenidos con fines informativos, 
educativos y culturales en la programación de los medios de 
comunicación, y fomentará la creación de espacios para la difusión 
de la producción nacional independiente. Se prohíbe la emisión de 
publicidad que induzca a la violencia, la discriminación, el racismo, la 
toxicomanía, el sexismo, la intolerancia religiosa o política y toda aquella 
que atente contra los derechos.

Art. 44

El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el 
desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el 
ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés 
superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas. 

Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, 
entendido como proceso de crecimiento, maduración y despliegue 
de su intelecto y de sus capacidades, potencialidades y aspiraciones, 
en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de afectividad 
y seguridad. Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades 
sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas 
intersectoriales nacionales y locales.

Art. 45
Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes 
del ser humano, además de los específicos de su edad. El Estado 
reconocerá y garantizará la vida, incluido el cuidado y protección 
desde la concepción.
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Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad física 
y psíquica; a su identidad, nombre y ciudadanía; a la salud integral 
y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a la 
seguridad social; a tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y 
comunitaria; a la participación social; al respeto de su libertad y dignidad; 
a ser consultados en los asuntos que les afecten; a educarse de manera 
prioritaria en su idioma y en los contextos culturales propios de sus pueblos 
y nacionalidades; y a recibir información acerca de sus progenitores o 
familiares ausentes, salvo que fuera perjudicial para su bienestar. 

El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento 
libre de los consejos estudiantiles y demás formas asociativas.

Art. 46

El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las 
niñas, niños y adolescentes:

5. Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el 
consumo de bebidas alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud 
y desarrollo.

Art. 57
Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas, de conformidad con la Constitución y con los 
pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de 
derechos humanos, los siguientes derechos colectivos […].

Art. 66

Se reconoce y garantizará a las personas:

3. b.- Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado 
adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda 
forma de violencia, en especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños 
y adolescentes, personas adultas mayores, personas con discapacidad 
y contra toda persona en situación de desventaja o vulnerabilidad; 
idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la esclavitud y la 
explotación sexual.

29. Los derechos de libertad también incluyen:

a) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el 
tráfico y la trata de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará 
medidas de prevención y erradicación de la trata de personas, y de 
protección y reinserción social de las víctimas de la trata y de otras formas 
de violación de la libertad.
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Art. 70

El Estado formulará y ejecutará políticas para alcanzar la igualdad entre 
mujeres y hombres, a través del mecanismo especializado de acuerdo 
con la ley, e incorporará el enfoque de género en planes y programas, 
y brindará asistencia técnica para su obligatoria aplicación en el sector 
público.

Art. 81

La ley establecerá procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento 
y sanción de los delitos de violencia intrafamiliar, sexual, crímenes de odio y 
los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con 
discapacidad, adultas mayores y personas que, por sus particularidades, 
requieren una mayor protección. Se nombrarán fiscales y defensoras o 
defensores especializados para el tratamiento de estas causas, de acuerdo 
con la ley.

Art. 83
Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin 
perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley:

4. Colaborar en el mantenimiento de la paz y de la seguridad.

Art. 158

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional son instituciones de protección de 
los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos.

La protección interna y el mantenimiento del orden público son funciones 
privativas del Estado y responsabilidad de la Policía Nacional.

Art. 159

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional serán obedientes y no deliberantes, 
y cumplirán su misión con estricta sujeción al poder civil y a la Constitución. 
Las autoridades de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán 
responsables por las órdenes que impartan. La obediencia a las órdenes 
superiores no eximirá de responsabilidad a quienes las ejecuten.

Art. 160

Las personas aspirantes a la carrera militar y policial no serán discriminadas 
para su ingreso. La ley establecerá los requisitos específicos para los casos 
en los que se requiera de habilidades, conocimientos o capacidades 
especiales. 

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional estarán sujetos 
a las leyes específicas que regulen sus derechos y obligaciones, y su sistema 
de ascensos y promociones con base en méritos y con criterios de equidad 
de género. Se garantizará su estabilidad y profesionalización. 
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Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional sólo podrán 
ser privados de sus grados, pensiones, condecoraciones y reconocimientos 
por las causas establecidas en dichas leyes y no podrán hacer uso de 
prerrogativas derivadas de sus grados sobre los derechos de las personas.

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados 
por los órganos de la Función Judicial; en el caso de delitos cometidos 
dentro de su misión específica, serán juzgados por salas especializadas en 
materia militar y policial, pertenecientes a la misma Función Judicial. Las 
infracciones disciplinarias serán juzgadas por los órganos competentes 
establecidos en la ley.

Art. 163

La Policía Nacional es una institución estatal de carácter civil, armada, 
técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional y altamente especializada, 
cuya misión es atender la seguridad ciudadana y el orden público, y 
proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas 
dentro del territorio nacional.

Art. 275

El Estado planificará el desarrollo del país para garantizar el ejercicio de 
los derechos, la consecución de los objetivos del régimen de desarrollo y 
los principios consagrados en la Constitución. La planificación propiciará la 
equidad social y territorial, promoverá la concertación, y será participativa, 
descentralizada, desconcentrada y transparente.

Art. 364

Las adicciones son un problema de salud pública. Al Estado le corresponderá 
desarrollar programas coordinados de información, prevención y control del 
consumo de alcohol, tabaco y sustancias estupefacientes y psicotrópicas; así 
como ofrecer tratamiento y rehabilitación a los consumidores ocasionales, 
habituales y problemáticos. En ningún caso se permitirá su criminalización ni 
se vulnerarán sus derechos constitucionales. 

El Estado controlará y regulará la publicidad de alcohol y tabaco.

Art. 393

El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones 
integradas, para asegurar la convivencia pacífica de las personas, promover 
una cultura de paz y prevenir las formas de violencia y discriminación y la 
comisión de infracciones y delitos. La planificación y aplicación de estas 
políticas se encargará a órganos especializados en los diferentes niveles de 
gobierno.



33

Anexo: A - Marco Normativo 

Artículo Ley Orgánica de la Defensa Nacional

Art. 64

La Policía Nacional constituye fuerza auxiliar de las Fuerzas Armadas, para 
la defensa de la soberanía, seguridad nacional y la defensa interna del país 
en estado de emergencia.

El planeamiento, organización, preparación y empleo militar de la Policía 
Nacional es atribución del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, de 
conformidad con las leyes y reglamentos respectivos.

Artículo Ley Orgánica de Movilidad Humana

Art. 118

Registro para la identificación a víctimas de trata de personas y tráfico ilícito 
de migrantes.

La autoridad rectora de seguridad ciudadana y el orden público creará y 
manejará el registro para la identificación a las víctimas de trata de personas 
y tráfico ilícito de migrantes.

Para la identificación a las víctimas de estos delitos se contará con el apoyo 
de las entidades públicas, privadas y la cooperación internacional.

El registro permitirá la recolección, procesamiento y análisis de información 
para tener una caracterización de la trata de personas y el tráfico ilícito de 
migrantes que servirá como insumo en la formulación de política pública, 
planes de acción y estrategias de prevención a corto, mediano y largo 
plazo.

Art. 120

Prevención de la trata y el tráfico ilícito de migrantes. El Estado ecuatoriano 
a través de la autoridad rectora de seguridad ciudadana y el orden público 
desarrollará los planes nacionales contra la trata de personas y el tráfico 
ilícito de migrantes y otros programas y proyectos para su prevención.

La autoridad de movilidad humana y la autoridad rectora de seguridad 
ciudadana y el orden público coordinarán con las instituciones 
correspondientes, en todos los niveles de gobierno, mecanismos de 
prevención, políticas y estrategias en el ámbito educativo, laboral, socio-
económico, cultural, de seguridad ciudadana y comunicacional, con el 
fin de anticipar, disminuir e impedir el fenómeno de la trata de personas y 
el tráfico ilícito de migrantes y proteger a las víctimas.
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Art. 122

Medidas de atención y protección. La autoridad competente para la 
atención a las víctimas de trata de personas y de tráfico ilícito de migrantes 
brindará la atención, protección, asistencia y reparación prevista en 
esta Ley de conformidad con los protocolos que se elaborarán para el 
efecto, tomando en cuenta los enfoques de género, intergeneracional 
e intercultural y el principio de atención especializada.

Las víctimas de delitos de trata de personas o tráfico ilícito de migrantes 
recibirán la protección de emergencia prevista en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos. Para el cumplimiento de esta 
obligación la autoridad de rectora de control migratorio podrá contar 
con la cooperación de otras instituciones públicas, privadas y demás 
sectores de la sociedad civil.

Art. 163

Rectoría de la movilidad humana. La o el Presidente de la República 
determinará la entidad rectora de la movilidad humana que ejercerá las 
siguientes competencias:

1) Proteger y garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas 
en movilidad humana;

2) Diseñar las políticas públicas, planes y programas para garantizar el 
cumplimiento de los derechos de las personas en movilidad humana, 
en coordinación con las demás instituciones del Estado;

3) Dar seguimiento y velar por el cumplimiento del debido proceso en 
los procedimientos administrativos de deportación;

4) Asegurar el cumplimiento de los deberes y las obligaciones previstas 
en esta Ley para las personas en movilidad humana;

5) Ejercer la rectoría sobre la emisión de los documentos de viaje, así 
como conceder visas, residencias y permisos de visitante temporal en 
los términos previstos por esta Ley;

6) Crear y mantener actualizado el Sistema Nacional Integrado de 
Información Sobre la Movilidad Humana;

7) Brindar asistencia en el país y en el exterior, a través de las misiones 
diplomáticas, oficinas consulares y otras representaciones oficiales, 
a la comunidad ecuatoriana en movilidad humana de conformidad 
con la presente Ley y los instrumentos internacionales ratificados por 
el Estado ecuatoriano;

8) Coordinar con las misiones diplomáticas u oficinas consulares 
acreditadas ante el Gobierno del Ecuador, la atención a sus 
connacionales en situación de movilidad humana;
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9) Conceder la naturalización ecuatoriana salvo el caso de naturalización 
por méritos;

10) Reconocer la condición de protección internacional, así como la 
cancelación, revocación o cesación de la misma;

11) Preservar la memoria histórica, documental e institucional relacionada 
con la movilidad humana; y, generar y promover la investigación 
de datos en materia de movilidad humana para la generación de 
política pública;

12) Diseñar, elaborar y actualizar programa de prevención de migración 
riesgosa y de inclusión de la comunidad extranjera en el Ecuador en 
coordinación con otras instancias gubernamentales de conformidad 
con el reglamento de esta Ley;

13) Velar por los derechos de las personas retornadas en coordinación 
con las demás instituciones del Estado; y,

14) Las demás competencias asignadas en la ley.

Las autoridades del servicio en el exterior brindarán la información y 
facilidades necesarias para que las delegaciones de la Defensoría del 
Pueblo en el exterior cumplan con sus atribuciones.

Artículo Ley Orgánica de Prevención Integral del Fenómeno Socioeconómico de 
las Drogas

Art. 21

Comité Interinstitucional.- La o el Presidente de la República integrará 
un Comité Interinstitucional con competencia para la formulación, 
coordinación y articulación de las políticas públicas relacionadas con el 
fenómeno socio económico de las drogas; y evaluación del cumplimiento 
de las metas y objetivos institucionales de la Secretaría Técnica de Drogas.

El Comité Interinstitucional será presidido por la o el Presidente de la 
República o su delegado.

En dicho Comité estarán representadas las entidades del Estado en 
materias de salud, educación, inclusión social, seguridad interna, justicia, 
deporte y demás que determine la o el Presidente de la República.

Artículo Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo

Art. 7
Implicaciones de la función social y ambiental de la propiedad. Para 
efectos de esta Ley, la función social y ambiental de la propiedad en el 
suelo urbano y rural de expansión urbana implica:



36

Plan Nacional de Seguridad Integral 2019-2030

Art. 7

1) La obligación de realizar las obras de urbanización y edificación, 
conforme con la normativa y planeamiento urbanístico y con las 
cargas urbanísticas correspondientes.

2) La obligación de destinar los predios al uso previsto en la ley o el 
planeamiento urbanístico.

3) El derecho de la sociedad a participar en los beneficios producidos 
por la planificación urbanística y el desarrollo urbano en general.

4) El control de prácticas especulativas sobre bienes inmuebles y el 
estímulo a un uso socialmente justo y ambientalmente sustentable del 
suelo.

5) La promoción de condiciones que faciliten el acceso al suelo con 
servicios a la población con ingresos medios y bajos.

6) Conservar el suelo, los edificios, las construcciones y las instalaciones 
en las condiciones adecuadas para evitar daños al patrimonio natural 
y cultural, y a la seguridad de las personas.

La función social y ambiental de la propiedad en el suelo rural se 
establece en las leyes que regulan el suelo productivo, extractivo y de 
conservación.

Art. 92

Consejo Técnico de Uso y Gestión del Suelo. El Consejo Técnico de 
Uso y Gestión del Suelo tendrá la facultad para emitir las regulaciones 
nacionales sobre el uso y la gestión del suelo.

Para el efecto tendrá las siguientes atribuciones: 

1) Emisión de regulaciones nacionales de carácter obligatorio que 
serán aplicados por los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
municipales y metropolitanos en el ejercicio de sus competencias 
de uso y gestión de suelo, sobre los siguientes temas:

a) Parámetros para la clasificación de suelo y usos, edificabilidades 
y ocupación del suelo, que establezcan condiciones mínimas 
para asegurar los derechos a una vivienda adecuada y digna, 
hábitat seguro y saludable, a la ciudad, dotación de servicios 
básicos de calidad y la soberanía alimentaria.

b) Contenidos mínimos y procedimiento básico de aprobación del 
plan de uso y gestión de suelo y sus planes complementarios de 
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y garantizando los

c) derechos de participación ciudadana.
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Art. 92

d) Parámetros para la elaboración de estándares y normativa 
urbanísticos que establezcan condiciones mínimas para asegurar los 
derechos a la vida; a la integridad física; a una vivienda adecuada 
y digna; a la accesibilidad de personas con discapacidad y a los 
adultos mayores; a un hábitat seguro y saludable; y, a la protección 
del patrimonio cultural y el paisaje.

e) Entre estos parámetros se considerará obligatoriamente la 
prevención y mitigación de riesgo y la normativa nacional de 
construcción.

f) Parámetros para la aplicación de los instrumentos de gestión 
urbanística que garanticen los derechos a la igualdad, la propiedad 
en todas sus formas y la seguridad jurídica de la ciudadanía.

g) Parámetros para la participación de la población en los beneficios 
producidos por la planificación urbanística y el desarrollo urbano en 
general que garanticen los derechos a la igualdad, la propiedad 
en todas sus formas y la seguridad jurídica de la ciudadanía.

h) Parámetros para el procedimiento de aprobación de permisos, 
autorizaciones e informes previos, contemplados en esta Ley que 
garanticen los derechos a una vivienda adecuada y digna, a un 
hábitat seguro y saludable, y a la seguridad jurídica.

2) Emitir la normativa necesaria para su funcionamiento.
3) Asesorar, a través de su Secretaría Técnica, a los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados municipales y metropolitanos sobre la aplicación de 
esta Ley y la normativa técnica que expida.

4) Las demás que establezca el ordenamiento jurídico vigente.

Artículo Ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 1

Del objeto de la ley.- La presente ley tiene por objeto regular la seguridad 
integral del Estado democrático de derechos y justicia y todos los habitantes 
del Ecuador, garantizando el orden público, la convivencia, la paz y el buen 
vivir, en el marco de sus derechos y deberes como personas naturales y 
jurídicas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, asegurando 
la defensa nacional, previniendo los riesgos y amenazas de todo orden, a 
través del Sistema de Seguridad Pública y del Estado.

El Estado protegerá a las ecuatorianas y a los ecuatorianos que residan o 
estén domiciliados en el exterior, conforme lo previsto en la Constitución de 
la República, los tratados internacionales y la ley.
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Art. 11

De los órganos ejecutores.- Los órganos ejecutores del Sistema de 
Seguridad Pública y del Estado estarán a cargo de las acciones de 
defensa, orden público, prevención y gestión de riesgos, conforme lo 
siguiente:

(…) b) Del orden público: Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, y, 
Policía Nacional.- La protección interna, el mantenimiento y control 
del orden público tendrán como ente rector al Ministerio de Gobierno, 
Policía y Cultos. Corresponde a la Policía Nacional su ejecución, la que 
contribuirá con los esfuerzos públicos, comunitarios y privados para 
lograr la seguridad ciudadana, la protección de los derechos, libertades 
y garantías de la ciudadanía. Apoyará y ejecutará todas las acciones 
en el ámbito de su responsabilidad constitucional para proteger a los 
habitantes en situaciones de violencia, delincuencia común y crimen 
organizado. Coordinará su actuación con los órganos correspondientes 
de la función judicial.

La Policía Nacional desarrollará sus tareas de forma desconcentrada a 
nivel local y regional, en estrecho apoyo y colaboración con los gobiernos 
autónomos descentralizados. (…).

Art. 35

De la complementariedad de acciones de las Fuerzas Armadas y Policía 
Nacional. Declarado el estado de excepción y siempre que el Presidente 
de la República haya dispuesto el empleo de las Fuerzas Armadas y 
la Policía Nacional, deberán coordinar acciones para que las Fuerzas 
Armadas apoyen a la Policía Nacional, responsable del mantenimiento 
del orden público, hasta que éste haya sido restablecido. Será el Ministro 
de Gobierno, Policía y Cultos el responsable de la coordinación de las 
acciones entre la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas.

Art. 44

De la participación de miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional en directorios y organismos colegiados.- En concordancia con 
su naturaleza no deliberante, los miembros activos de las Fuerzas Armadas 
y de la Policía Nacional no podrán participar en directorios, comisiones, 
comités, consejos consultivos y en general organismos colegiados de 
instituciones, empresas públicas y organismos de regulación y control, a 
excepción de las entidades de seguridad social de las fuerzas armadas 
y la policía nacional, y de aquellas empresas relacionadas directamente 
con la seguridad interna y externa.
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Artículo Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización (Cootad)

Art. 31

Funciones.- Son funciones del gobierno autónomo descentralizado regional:

a) Ejecutar una acción articulada y coordinada entre los gobiernos 
autónomos descentralizados de la circunscripción territorial regional y el 
gobierno central, a fin de alcanzar los objetivos del buen vivir en el marco 
de sus competencias establecidas en la Constitución y la ley;

b) Promover el desarrollo sustentable de su circunscripción territorial regional, 
para garantizar la realización del buen vivir a través de la implementación 
de políticas públicas regionales, en el marco de sus competencias 
establecidas en la Constitución y la ley;

c) Diseñar e implementar políticas de promoción y construcción de equidad 
e inclusión en su territorio;

d) Implementar un sistema de participación ciudadana para el ejercicio 
de los derechos que permita avanzar en la gestión democrática de la 
acción regional;

e) Elaborar y ejecutar el plan regional de desarrollo, el de ordenamiento 
territorial y las políticas públicas en el ámbito de sus competencias y en 
su circunscripción territorial; de manera coordinada con la planificación 
nacional, provincial, cantonal y parroquial; y realizar en forma permanente, 
el seguimiento y rendición de cuentas sobre el cumplimiento de las metas 
establecidas;

f) Ejecutar las competencias exclusivas y concurrentes reconocidas por 
la Constitución y la ley: y, en dicho marco, prestar los servicios públicos 
y construir la obra pública regional correspondiente con criterios de 
calidad, eficacia y eficiencia, observando los principios de universalidad, 
accesibilidad, regularidad, continuidad, solidaridad, subsidiaridad, 
participación y equidad;

g) Dictar políticas destinadas a garantizar el derecho regional al hábitat 
y a la vivienda y asegurar la soberanía alimentaria en su respectiva 
circunscripción territorial;

h) Promover los sistemas de protección integral a los grupos de atención 
prioritaria para garantizar los derechos consagrados en la Constitución, 
en el marco de sus competencias;

i) Coordinar con la Policía Nacional, la sociedad y otros organismos, 
lo relacionado con la seguridad ciudadana, en el ámbito de sus 
competencias; y,

Las demás funciones que determine su estatuto de autonomía en el marco 
de la Constitución y este Código.
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Art. 50

Atribuciones del prefecto o prefecta provincial.- Le corresponde al prefecto 
o prefecta provincial:

n) Coordinar un plan de seguridad ciudadana acorde con la realidad de 
cada provincia y en armonía con el plan nacional de seguridad ciudadana, 
articulando para tal efecto el gobierno autónomo provincial, el gobierno 
central a través del organismo correspondiente, la ciudadanía y la Policía 
Nacional.

Art. 54

Funciones.- Son funciones del gobierno autónomo descentralizado 
municipal las siguientes:

n) Crear y coordinar los consejos de seguridad ciudadana municipal, con 
la participación de la Policía Nacional, la comunidad y otros organismos 
relacionados con la materia de seguridad, los cuales formularán y ejecutarán 
políticas locales, planes y evaluación de resultados sobre prevención, 
protección, seguridad y convivencia ciudadana.

Art. 60

Atribuciones del alcalde o alcaldesa.- Le corresponde al alcalde o 
alcaldesa:

q) Coordinar con la Policía Nacional, la comunidad y otros organismos 
relacionados con la materia de seguridad, la formulación y ejecución 
de políticas locales, planes y evaluación de resultados sobre prevención, 
protección, seguridad y convivencia ciudadana.

Art. 64

Funciones.- Son funciones del gobierno autónomo descentralizado 
parroquial rural:

m) Coordinar con la Policía Nacional, la sociedad y otros organismos 
lo relacionado con la seguridad ciudadana, en el ámbito de sus 
competencias.

Artículo Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana
y Orden Público  (Coescop)

Art. 2 Ámbito.- Las disposiciones de este Código son de aplicación obligatoria en 
todo el territorio nacional y se rigen al mismo las siguientes entidades:
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Art. 2

1. Policía Nacional.
2. Entidades del Sistema Especializado Integral de Investigación, Medicina 

Legal y Ciencias Forenses.
3. Servicio de Protección Pública.
4. Entidades complementarias de seguridad de la Función Ejecutiva:

a) Cuerpo de Vigilancia Aduanera;
b) Cuerpo de Vigilancia de la Comisión de Tránsito del Ecuador; y,
c) Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria.

5. Entidades complementarias de seguridad de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados

Municipales y Metropolitanos:
a) Cuerpos de Control Municipales o Metropolitanos;
b) Cuerpos de Agentes Civiles de Tránsito; y,
c) Cuerpos de Bomberos.

Art. 6

Características generales.- Las entidades de seguridad reguladas en este 
Código tienen las siguientes características:

1) Su organización prioriza una administración territorialmente eficaz, eficiente 
y, en los casos que corresponda, desconcentrada de conformidad con 
los lineamientos y directrices dispuestas en este cuerpo legal;

2) Cumplirán su misión con estricta sujeción a lo previsto en la Constitución, 
la ley y el ordenamiento jurídico vigente;

3) Su respuesta será oportuna, necesaria e inmediata para proteger a 
todas las personas, con especial énfasis en los grupos de atención 
prioritaria, las comunidades, pueblos y nacionalidades, en situaciones 
que constituyan amenaza, vulnerabilidad, riesgo o daño de su vida, 
integridad física, hábitat o propiedades;

4) Mantendrán la transparencia en su desempeño e intercambiarán 
la información de interés para el cumplimiento de sus objetivos y 
funciones que les sean solicitadas, conforme a lo establecido en las 
leyes y reglamentos respectivos;

5) Respetarán y harán respetar los derechos y garantías de las personas, 
sin discriminación alguna;

6) Los procedimientos que utilicen en el cumplimiento de la misión y 
responsabilidades institucionales se aplicarán con apego irrestricto al 
ordenamiento jurídico;

7) Su accionar deberá adecuarse rigurosamente al principio de uso 
progresivo de la fuerza;
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Art. 6

8) Privilegiarán las tareas y el proceder preventivo y disuasivo antes que 
el uso de la fuerza, procurando siempre preservar la vida, integridad y 
libertad de las personas;

9) Las tareas y funciones de búsqueda y recolección de información de 
interés para el orden público y la seguridad ciudadana se sustentarán 
en el principio del debido proceso;

10) Ejercerán sus funciones con sujeción a las disposiciones constitucionales, 
legales y reglamentarias que regulan sus derechos y obligaciones, 
sistemas de ascensos y promociones basado en los méritos; con criterios 
de equidad, no discriminación, estabilidad y profesionalización, 
promoviendo la igualdad de oportunidades de las personas que sirven 
en las entidades de seguridad;

11) No podrán infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar, para tal efecto, 
la orden de un superior en cualquier circunstancia, en especial en 
situaciones, como estado de excepción o amenazas a la seguridad 
interna o nacional, inestabilidad política interna, o cualquier otra 
emergencia pública; y,

12) Establecerán responsabilidades administrativas y civiles, e indicios de  
responsabilidad penal, de manera individual. Las autoridades serán 
responsables por las órdenes que impartan.

La obediencia de las órdenes ilegítimas o contrarias a la Constitución y la 
ley, no eximirá de responsabilidad a quienes las ejecuten y a quienes las 
impartan.

Art. 59

Naturaleza.- La Policía Nacional es una institución estatal de carácter 
civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional, altamente 
especializada, uniformada, obediente y no deliberante; regida sobre la 
base de méritos y criterios de igualdad y no discriminación.

Estará integrada por servidoras y servidores policiales.

El ejercicio de sus funciones comprende la prevención, disuasión, reacción, 
uso legítimo, progresivo y proporcionado de la fuerza, investigación de la 
infracción e inteligencia anti delincuencial. 

Su finalidad es precautelar el libre ejercicio de los derechos, la seguridad 
ciudadana, la protección interna y el orden público, con sujeción al 
ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden 
público.
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Art. 60

Misión.- Tiene como misión la protección interna, la seguridad ciudadana, el 
mantenimiento del orden público y, dentro del ámbito de su competencia, 
el apoyo a la administración de justicia en el marco del respeto y protección 
del libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del 
territorio nacional, a través de los subsistemas de prevención, investigación 
de la infracción e inteligencia antidelincuencial.

Art. 61

Funciones.- La Policía Nacional tiene las siguientes funciones:

1) Implementar planes, programas y proyectos elaborados por el 
ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y 
orden público;

2) Servir a la comunidad y proteger a todas las personas contra actos 
ilegales, en consonancia con el alto grado de responsabilidad exigido 
por su profesión;

3) Desarrollar acciones operativas para la protección de derechos; 
mantenimiento, control y restablecimiento de la paz social y orden 
público; prevención de las infracciones y seguridad ciudadana, bajo 
la dependencia del ministerio rector de la seguridad ciudadana, 
protección interna y orden público; y, en coordinación con las 
entidades competentes de los diferentes niveles de gobierno;

4) Participar en la determinación de los factores que generan inseguridad 
para proponer directrices y estrategias de seguridad ciudadana;

5) Impulsar y facilitar la participación comunitaria en materia de 
seguridad ciudadana, protección interna y en el mantenimiento del 
orden público, de la paz y seguridad;

6) Cumplir con el control operativo en los ámbitos requeridos de 
la seguridad ciudadana, protección interna y orden público, en 
coordinación con las entidades competentes de los distintos niveles 
de gobierno, en el marco de los lineamientos y directrices del 
ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y 
orden público;

7) Coordinar su actuación y cumplir las disposiciones de los órganos de 
la Función Judicial en el ámbito de sus competencias;

8) Vigilar, resguardar, proteger y preservar el lugar, indicios o vestigios 
relacionados con el cometimiento de una infracción, en cumplimiento 
de las disposiciones de la ley, reglamentos y procedimientos 
establecidos por el Sistema Especializado Integral de Investigación, 
Medicina Legal y Ciencias Forenses;

9) Prestar a las autoridades públicas el auxilio de la fuerza que estas 
soliciten, en el ejercicio de sus atribuciones legales;
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Art. 61

10) Apoyar en el control de las organizaciones de vigilancia, seguridad y 
servicios de investigación privados, de conformidad con las políticas 
y regulaciones del ministerio rector de la seguridad ciudadana, 
protección interna y orden público;

11) Prevenir e investigar la delincuencia común y organizada, nacional 
y transnacional; 

12) Garantizar la cadena de custodia, vestigios y los elementos materiales 
de la infracción en la escena del delito;

13) Privilegiar la protección de los derechos de las personas en especial 
de los grupos de atención prioritaria contempladas en la Constitución 
de la República;

14) Apoyar en el mantenimiento del orden y seguridad en eventos 
públicos, en coordinación con las entidades competentes de los 
respectivos niveles de gobierno, acorde a la regulación que para el 
efecto establezca el ministerio rector de la materia; y,

Las demás funciones asignadas en la Constitución de la República, 
leyes y el Reglamento de este Código.

Art. 63
Rectoría.- Al ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección in-
terna y orden público le corresponde dirigir las políticas, planificación, 
regulación, gestión y control de la Policía Nacional.

Artículo Reglamento a la ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 13

De los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional que prestan 
sus servicios en la Secretaría.- Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la 
Policía Nacional observarán las siguientes normas:

a) El personal de estas instituciones independientemente de sus cargos, 
rangos y líneas de mando, trabajará integrada y subordinadamente al 
Secretario Nacional de Inteligencia y responderán a los lineamientos y 
objetivos establecidos en la Ley de Seguridad Pública y del Estado y del 
presente Reglamento;

b) Las coordinaciones, disposiciones y demás requerimientos, por parte 
de las instituciones a las que pertenecen, así como de sus superiores 
jerárquicos, se las realizará a través del Secretario Nacional de 
Inteligencia, quien las autorizará;

c) Si el cargo o la función que desempeñan tiene una remuneración 
superior a la de su rango, la Secretaría Nacional de Inteligencia pagará 
la diferencia;
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d) Las evaluaciones de desempeño inherentes a sus funciones, las realizará 
el Secretario Nacional de Inteligencia de acuerdo a la normativa militar 
y policial pertinente; información que será enviada a las respectivas 
instituciones para su equiparación; 

e) En caso de comisión de servicios en cumplimiento de sus funciones 
en la Secretaría Nacional de Inteligencia, tanto en el interior como 
en el exterior del país, los pagos de viáticos, subsistencias, pasajes y 
adicionales, correrán a cargo de la Secretaría Nacional de Inteligencia;

f) Cuando en cumplimiento de las funciones en la Secretaría Nacional de 
Inteligencia, el personal militar o policial deba salir del país, se realizará 
con autorización del Secretario Nacional de Inteligencia y paralelamente 
se comunicará a la institución a la que pertenecen, para el registro 
correspondiente;

g) La prestación de servicios será por dos años, pudiéndose extender por 
un máximo de hasta dos años más;

h) El personal militar y policial será requerido por pedido del Secretario 
Nacional al Ministro de Defensa Nacional y Ministro del Interior en los 
casos que considere necesario;

i) Las instituciones referidas escogerán al personal solicitado, según sus 
normas y disposiciones internas, no obstante lo cual, la decisión final 
será facultad del Secretario Nacional;

j) Los reconocimientos e incentivos se otorgarán conforme a la normativa 
institucional vigente, para lo cual el Secretario Nacional de Inteligencia 
emitirá un informe que servirá de base para su aplicación; y,

k) Las sanciones disciplinarias se impondrán conforme a las disposiciones 
aplicables, según sea el servidor público militar o policía. El Secretario 
Nacional de Inteligencia dictará la normativa necesaria para su 
aplicación.

Art. 52

El Plan Nacional de Seguridad Ciudadana.- El Ministerio del Interior elaborará 
el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana, que deberá estar articulado 
con el Plan Nacional de Seguridad Integral y ser elaborado conforme al 
Plan Nacional de Desarrollo.

En este instrumento se establecerán los ejes, estrategias y mecanismos 
destinados a lograr las condiciones necesarias para la prevención y control 
de la delincuencia, del crimen organizado, del secuestro, de la trata de 
personas, del contrabando, del coyoterismo, del narcotráfico, del tráfico 
de armas, tráfico de órganos, de la violencia contra la mujer, los niños, niñas 
y adolescencia y de cualquier otro tipo de delito, de la violencia social y 
violación de los derechos humanos.
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Art. 54

De la Policía Nacional.- Las tareas y acciones que realice la Policía 
Nacional para efectos de lo previsto en la Constitución y en la Ley, 
obedecerán a una planificación y directriz central, pero la ejecución 
será desconcentrada a nivel regional, provincial y local.

El Ministerio del Interior establecerá los medios más apropiados para que 
la Policía Nacional pueda contar en su gestión, con el apoyo logístico 
que le faciliten los gobiernos autónomos descentralizados.

Además, de acuerdo al tipo de acción que ejecute, se integrarán los 
funcionarios, organismos públicos, privados y comunitarios que fueren 
necesarios para apoyar su labor en defensa de la protección interna y el 
mantenimiento del orden público.

Decreto Decretos Ejecutivos

N.º 416
23-07-2010

Art 1.- Créase el Grupo de Trabajo Multisectorial que constituye la 
Sección Nacional Ecuatoriana de la Comisión Binacional Ecuador-Perú 
de Lucha contra el Contrabando, mismo que tendrá como funciones 
principales, brindar la información nacional necesaria cumplir con 
los objetivos y requerimientos de la Comisión Binacional, así como 
impulsar, apoyar y coordinar la cooperación entre el Ecuador y el Perú 
para minimizar la problemática del contrabando, promover proyectos 
binacionales e iniciativas tendientes a combatir la comercialización 
ilícita de bienes y productos, buscando el desarrollo social de las 
poblaciones de frontera. (…).

N.º 754
18-05-2011

Art. 1 Créase la Comisión Especial para el Control de la Minería Ilegal, 
con carácter temporal, como instancia del Gobierno Central encargada 
de asesorar, coordinar la ejecución de actividades, diseñar y activar 
los mecanismos necesarios para combatir la minería ilegal, en todo el 
territorio nacional. (…).

N.º 169
28-09-2017

Art 1.- Crease el Comité para la Remediación, Recuperación y Fomento 
Productivo del área minera de Portovelo- Zaruma. (…).
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Decreto Estatuto Régimen Jurídico Administrativo Función Ejecutiva (Erjafe)

Nº 26

Competencia.- Los Gobernadores ejercerán las siguientes atribuciones:

b) Cuidar de la tranquilidad y orden públicos, exigiendo para ello el auxilio 
de la Fuerza Pública, proteger la seguridad de las personas y de los bienes; 
prevenir los delitos y combatir la delincuencia;

n) Coordinar la actividad de la Fuerza Pública con sede en la provincia para 
las acciones que estime necesarias y regular y vigilar el funcionamiento 
de los sistemas de seguridad privados;

Acuerdo Acuerdo Ministerial

N.º 022

Art. 1.- Conformar los Comités de seguridad ciudadana provinciales, como 
organismos encargados de coordinar acciones para consolidar la seguridad 
ciudadana y la convivencia social pacífica bajo las directrices y lineamientos 
del Ministerio del Interior como ente rector de la seguridad ciudadana y el 
orden público.

Art. 3.-  Los Comités de seguridad ciudadana provinciales, deben cumplir las 
siguientes acciones y responsabilidades:

a) Elaborar la estrategia de fortalecimiento territorial de seguridad ciudadana 
para la provincia de conformidad con el Plan Nacional de Seguridad 
Ciudadana y bajo las directrices y lineamientos del Ministerio del Interior 
como ente rector de la seguridad ciudadana y el orden público;

b) Aprobar la estrategia de fortalecimiento territorial de seguridad ciudadana 
provincial, previo informe de validación del Ministerio del Interior;

c) Establecer los mecanismos de seguimiento y evaluación de la estrategia 
de fortalecimiento territorial de la seguridad ciudadana provincial;

d) Coordinar la ejecución de la estrategia de fortalecimiento territorial de 
seguridad ciudadana provincial con las entidades competentes;

e) Monitorear los indicadores de gestión, impacto y resultado de la 
estrategia de fortalecimiento territorial de seguridad ciudadana 
provincial;

f) Plantear recomendaciones relacionadas a la gestión de la seguridad 
ciudadana en su provincia;

Los resultados de la acción establecida en el literal e., serán remitidos al 
Ministerio del Interior de manera semestral o cuando sean solicitados.
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Centro de Inteligencia Estratégica

Artículo Constitución de la República

Art. 3

Son deberes primordiales del Estado:

2.   Garantizar y defender la soberanía nacional
3.  Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la 
seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de 
corrupción.

Art. 147

Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la República, 
además de los que determine la ley:

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, los tratados 
internacionales y las demás normas jurídicas dentro del ámbito de su 
competencia.

2. Presentar al momento de su posesión ante la Asamblea Nacional los 
lineamientos fundamentales de las políticas y acciones que desarrollará 
durante su ejercicio.

3. Definir y dirigir las políticas públicas de la Función Ejecutiva.
4. Presentar al Consejo Nacional de Planificación la propuesta del Plan 

Nacional de Desarrollo para su aprobación.
5. Dirigir la administración pública en forma desconcentrada y expedir 

los decretos necesarios para su integración, organización, regulación 
y control.

6. Crear, modificar y suprimir los ministerios, entidades e instancias de 
coordinación.
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7. Presentar anualmente a la Asamblea Nacional, el informe sobre el 
cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo y los objetivos que el 
gobierno se propone alcanzar durante el año siguiente.

8. Enviar la proforma del Presupuesto General del Estado a la 
Asamblea Nacional, para su aprobación.

9. Nombrar y remover a las ministras y ministros de Estado y a las demás 
servidoras y servidores públicos cuya nominación le corresponda.

10. Definir la política exterior, suscribir y ratificar los tratados 
internacionales, nombrar y remover a embajadores y jefes de 
misión.

11. Participar con iniciativa legislativa en el proceso de formación de 
las leyes.

12. Sancionar los proyectos de ley aprobados por la Asamblea 
Nacional y ordenar su promulgación en el Registro Oficial.

13. Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, 
sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que convengan a la 
buena marcha de la administración.

14. Convocar a consulta popular en los casos y con los requisitos 
previstos en la Constitución.

15. Convocar a la Asamblea Nacional a períodos extraordinarios de 
sesiones, con determinación de los asuntos específicos que se 
conocerán.

16. Ejercer la máxima autoridad de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
Nacional y designar a los integrantes del alto mando militar y 
policial.

17. Velar por el mantenimiento de la soberanía, de la independencia 
del Estado, del orden interno y de la seguridad pública, y ejercer 
la dirección política de la defensa nacional.

18. Indultar, rebajar o conmutar las penas, de acuerdo con la ley.

Artículo Ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 13

De la Secretaría Nacional de Inteligencia.- La Secretaría Nacional de 
Inteligencia es una entidad de derecho público, con independencia 
administrativa y financiera, con personalidad jurídica, responsable del 
Sistema Nacional de Inteligencia. El titular de la Secretaría Nacional 
de Inteligencia será nombrado por el Presidente o la Presidenta de la 
República y no podrá ser miembro activo delas Fuerzas Armadas o de la 
Policía Nacional.
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Art. 14

De la inteligencia y contrainteligencia.- Para efectos de esta ley se 
entenderá por:

a) Inteligencia, la actividad consistente en la obtención, sistematización 
y análisis de la información específica referida a las amenazas, riesgos 
y conflictos que afecten a la seguridad integral. La información de 
inteligencia es sustancial para la toma de decisiones en materia de 
seguridad; y,

b) Contrainteligencia, la actividad de inteligencia que se realiza 
con el propósito de evitar o contrarrestar la efectividad de las 
operaciones de inteligencia que representan amenazas o riesgos 
para la seguridad.

Art. 15

De las funciones de la Secretaría Nacional de Inteligencia.- La 
Secretaría Nacional de Inteligencia será responsable de:

a) Elaborar el Plan Nacional de Inteligencia, bajo los lineamientos y 
objetivos de estado y de gobierno establecidos por el Presidente 
de la República, plan que entre otros aspectos deberá contener 
las metas periódicas de sus acciones y los procedimientos de 
coordinación entre las diversas entidades que conforman el 
Sistema Nacional de Inteligencia. Plan que deberá será aprobado 
por el Presidente de la República;

b) Coordinar y ejecutar las actividades de obtención y análisis de la 
información para la producción de conocimientos e inteligencia 
pertinentes, a fin de garantizar la seguridad pública y del Estado y 
el buen vivir;

c) Coordinar, articular e integrar las actividades y el funcionamiento 
de los organismos militares y policiales del Sistema Nacional de 
Inteligencia, y de los destinados a la seguridad de la Presidencia 
de la República y otros similares que se crearen en el futuro, en 
sus ámbitos y niveles, así como las relaciones con organismos de 
inteligencia de otros Estados;

d) Proporcionar, en forma oportuna, simultánea y fluida, inteligencia 
estratégica al Presidente o Presidenta de la República y al Ministerio 
de Coordinación de la Seguridad o quien haga sus veces, a fin de 
que este último prepare las propuestas y escenarios para que el 
Consejo de Seguridad Pública y del Estado proporcione la asesoría 
y recomendaciones al Presidente o Presidenta de la República;
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e) Contribuir al mantenimiento de la integridad e independencia 
del Estado, el estado de derechos y justicia; sus instituciones y la 
prevención del crimen organizado. No podrá contar entre sus 
miembros con personal extranjero; y,

f) Otras que se establezcan en esta Ley y en la normativa que se 
expedirá para el efecto.

Art. 16

De la organización y funcionamiento de la Secretaría Nacional de 
Inteligencia.- Las responsabilidades, funciones específicas, prohibiciones, 
procedimientos, jerarquías, líneas demando, clasificación y niveles de 
accesibilidad de la información, el establecimiento de sistemas de pesos 
y contrapesos interinstitucionales o de procedimientos para preservar 
el secreto, la reserva, la clasificación, reclasificación y desclasificación 
de información, y, el correcto uso y destino de la información de la 
Secretaría Nacional de Inteligencia se establecerán en el reglamento 
a esta Ley.

Art. 17

Del requerimiento de información.- En función de la seguridad del Estado, 
los ministerios y otras entidades públicas entregarán a la Secretaría 
Nacional de Inteligencia la información que les sea requerida; inclusive 
la información clasificada la que deberá emitirse con la clasificación 
otorgada, la que será objeto de desclasificación en los plazos o 
condiciones previstas en la Ley.

Previo a solicitar información a los ministerios y entidades públicas, la 
Secretaría Nacional de Inteligencia deberá poner en conocimiento de 
esta decisión al Presidente o Presidenta de la República. Las entidades 
públicas mencionadas no proporcionarán esta información si en la 
petición no se demuestra el cumplimiento de este requisito.

Art. 18

De los gastos especiales.- La Secretaría Nacional de Inteligencia 
dispondrá de un fondo permanente de gastos especiales asignados 
a actividades de inteligencia y contrainteligencia para la protección 
interna, el mantenimiento del orden público y de la defensa nacional, 
cuyo uso no se someterá a las normas previstas en la ley que regula el 
sistema nacional de contratación pública.

El fondo permanente de gastos reservados constará en el Presupuesto 
General del Estado, monto que será de acceso público, no las 
asignaciones de los gastos que será información clasificada.
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Art. 19

De la clasificación de la información de los organismos de seguridad.- 
La Secretaría Nacional de Inteligencia y los organismos de seguridad 
podrán clasificar la información resultante delas investigaciones o 
actividades que realicen, mediante resolución motivada de la máxima 
autoridad de la entidad respectiva.

La información y documentación se clasificará como reservada, secreta 
y secretísima. El reglamento a la ley determinará los fundamentos para 
la clasificación, reclasificación y desclasificación y los niveles de acceso 
exclusivos a la información clasificada.

Toda información clasificada como reservada y secreta será de libre 
acceso luego de transcurridos cinco y diez años, respectivamente; y si 
es secretísima luego de transcurridos quince años.

La información clasificada como secretísima será desclasificada 
o reclasificada por el Ministerio de Coordinación de Seguridad o 
quien haga sus veces. De no existir reclasificación, se desclasificará 
automáticamente una vez cumplido el plazo previsto de quince (15) 
años.

En ejercicio de los derechos y garantías individuales los ciudadanos 
podrán demandar ante la Corte Constitucional la desclasificación de 
la información en el evento de que existan graves presunciones de 
violaciones a los derechos humanos o cometimiento de actos ilegales.

Decreto Ejecutivo 

Nº. 526
03-10-2018

Art. 1 Suprímase la Secretaría Nacional de Inteligencia.

Art. 2.- Créase el Centro de Inteligencia Estratégica (CIES) como el 
ente rector del Sistema Nacional de Inteligencia. Es una entidad 
de derecho público, con personalidad jurídica,  patrimonio  propio, 
autonomía  administrativa  y  financiera,  con  sede  en  la ciudad de 
Quito.

Art. 3.- El  Centro  de  Inteligencia  Estratégica estará representado  
por  un  Director General con rango de Ministro de Estado quien será 
designado por el Presidente de la República.
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Nº. 526
03-10-2018

Art.  4.-   Transfiérase   al   Centro   de   Inteligencia   Estratégica   las   
competencias, atribuciones, funciones, representaciones, delegaciones, 
derechos, obligaciones, presupuesto, recursos, bienes y en general, todos 
los activos y pasivos que consten en leyes, decretos, reglamentos y demás 
normativa vigente, así corno convenios, contratos y otros instrumentos 
jurídicos de la extinta Secretaría de Inteligencia.(…).
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Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias

Artículo Constitución de la Republica del Ecuador

Art. 389

El Estado protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a 
los efectos negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante 
la prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y 
mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con 
el objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad. El sistema nacional 
descentralizado de gestión de riesgo está compuesto por las unidades de 
gestión de riesgo de todas las instituciones públicas y privadas en los ámbitos 
local, regional y nacional. El Estado ejercerá la rectoría a través del organismo 
técnico establecido en la ley. Tendrá como funciones principales, entre otras: 

1) Identificar los riesgos existentes y potenciales, internos y externos que 
afecten al territorio ecuatoriano. 

2) Generar, democratizar el acceso y difundir información suficiente y 
oportuna para gestionar adecuadamente el riesgo. 

3) Asegurar que todas las instituciones públicas y privadas incorporen 
obligatoriamente, y en forma transversal, la gestión de riesgo en su 
planificación y gestión.

4) Fortalecer en la ciudadanía y en las entidades públicas y privadas 
capacidades para identificar los riesgos inherentes a sus respectivos 
ámbitos de acción, informar sobre ellos, e incorporar acciones tendientes 
a reducirlos.

5) Articular las instituciones para que coordinen acciones a fin de prevenir 
y mitigar los riesgos, así como para enfrentarlos, recuperar y mejorar las 
condiciones anteriores a la ocurrencia de una emergencia o desastre.
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6) Realizar y coordinar las acciones necesarias para reducir 
vulnerabilidades y prevenir, mitigar, atender y recuperar eventuales 
efectos negativos derivados de desastres o emergencias en el territorio 
nacional.

7) Garantizar financiamiento suficiente y oportuno para el funcionamiento 
del Sistema, y coordinar la cooperación internacional dirigida a la 
gestión de riesgo.

Art. 390

Los riesgos se gestionarán bajo el principio de descentralización 
subsidiaria, que implicará la responsabilidad directa de las instituciones 
dentro de su ámbito geográfico. Cuando sus capacidades para la 
gestión del riesgo sean insuficientes, las instancias de mayor ámbito 
territorial y mayor capacidad técnica y financiera brindarán el apoyo 
necesario con respeto a su autoridad en el territorio y sin relevarlos de su 
responsabilidad.

Artículo Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial Uso y Gestión del Suelo

Art. 11

Alcance del componente de ordenamiento territorial.- Además de lo 
previsto en el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas 
y otras disposiciones legales, la planificación del ordenamiento 
territorial de los Gobiernos Autónomos Descentralizados observarán, 
en el marco de sus competencias, los siguientes criterios:

1) Los Gobiernos Autónomos Descentralizados regionales delimitarán 
los ecosistemas de escala regional; las cuencas hidrográficas y 
localizarán las infraestructuras hidrológicas, de conformidad con 
las directrices de la Autoridad Única del Agua; la infraestructura 
de transporte y tránsito, así como el sistema vial de ámbito 
regional.

2) Los Gobiernos Autónomos Descentralizados provinciales 
integrarán el componente de ordenamiento territorial de los 
cantones que forman parte de su territorio en función del modelo 
económico productivo, de infraestructura y de conectividad de 
la provincia.
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Art. 11

3) Los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales y 
metropolitanos, de acuerdo con lo determinado en esta Ley, 
clasificarán todo el suelo cantonal o distrital, en urbano y rural 
y definirán el uso y la gestión del suelo. Además, identificarán 
los riesgos naturales y antrópicos de ámbito cantonal o distrital, 
fomentarán la calidad ambiental, la seguridad, la cohesión social y 
la accesibilidad del medio urbano y rural, y establecerán las debidas 
garantías para la movilidad y el acceso a los servicios básicos y 
a los espacios públicos de toda la población. Las decisiones de 
ordenamiento territorial, de uso y ocupación del suelo de este nivel 
de gobierno racionalizarán las intervenciones en el territorio de los 
otros niveles de gobierno.

4) Los Gobiernos Autónomos Descentralizados parroquiales rurales 
acogerán el diagnóstico y modelo territorial del nivel cantonal y 
provincial, y podrán, en el ámbito de su territorio, especificar el 
detalle de dicha información. Además, localizarán sus obras o 
intervenciones en su territorio.

Los planes de desarrollo y ordenamiento territorial deben contemplar el 
territorio que ordenan como un todo inescindible y, en consecuencia, 
considerarán todos los valores y todos los usos presentes en él, así como 
los previstos en cualquier otro plan o proyecto, aunque este sea de la 
competencia de otro nivel de gobierno, de manera articulada con el 
Plan Nacional de Desarrollo vigente.

Artículo Ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 10

Funciones del Ministerio de Coordinación de Seguridad o quien haga 
sus veces.- El Ministerio de Coordinación de Seguridad o quien haga sus 
veces cumplirá las siguientes funciones: 

a) Preparar el Plan Nacional de Seguridad Integral y propuestas de 
políticas de seguridad pública y del Estado con el aporte mancomunado 
de otras entidades del Estado y de la ciudadanía para ponerlos 
en consideración del Presidente de la República y del Consejo de 
Seguridad Pública y del Estado.

El Plan Nacional de Seguridad Integral deberá ser elaborado en 
concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo.
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Art. 11

De los órganos ejecutores.- Los órganos ejecutores del Sistema de Seguridad 
Pública y del Estado estarán a cargo de las acciones de defensa, orden 
público, prevención y gestión de riesgos, conforme lo siguiente:

d) De la gestión de riesgos.- La prevención y las medidas para contrarrestar, 
reducir y mitigar los riesgos de origen natural y antrópico o para reducir 
la vulnerabilidad, corresponden a las entidades públicas y privadas, 
nacionales, regionales y locales. La rectoría la ejercerá el Estado a través 
de la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos.

Artículo Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía
y Descentralización (Cootad)

Art. 140

La gestión de riesgos que incluye las acciones de prevención, reacción, 
mitigación, reconstrucción y transferencia, para enfrentar todas las 
amenazas de origen natural o antrópico que afecten al cantón se 
gestionará de manera concurrente y de forma articulada con las políticas 
y los planes emitidos por el organismo nacional responsable, de acuerdo 
con la constitución y la ley.

Los GAD municipales adoptarán obligatoriamente normas técnicas para 
la prevención y gestión de riesgos sísmicos con el propósito de proteger 
las personas, colectividades y la naturaleza.

Artículo Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas

Art. 64

Preeminencia de la producción nacional e incorporación de enfoques 
ambientales y de gestión de riesgo.-En el diseño e implementación de los 
programas y proyectos de inversión pública, se promoverá la incorporación 
de acciones favorables al ecosistema, mitigación, adaptación al cambio 
climático y a la gestión de vulnerabilidades y riesgos antrópicos y naturales. 
En la adquisición de bienes y servicios, necesarios para la ejecución de los 
programas y proyectos, se privilegiará a la producción nacional.

El Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas señala la 
preeminencia de la producción nacional e incorporación de enfoques 
ambientales y de gestión de riesgos en el diseño e implementación de 
programas y proyectos de inversión pública; promoviendo acciones 
favorables de gestión de vulnerabilidades y riesgos antrópicos y naturales. 
Eso significa que las acciones de gestión de riesgos deben ser prioritarios 
en los procesos de planificación y en la generación de propuestas de 
programas y proyectos en todos los niveles.
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Artículo Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden 
Público

Art. 7

Fines.- En el marco de las competencias y funciones específicas 
reguladas por este Código, las actividades de las entidades de 
seguridad tendrán los siguientes fines:

5) Apoyar al control del espacio público, gestión de riesgos y manejo 
de eventos adversos.

Art. 275

Art. 275.- Rectoría Nacional y Gestión Local.- El servicio de prevención, 
protección, socorro y extinción de incendios es parte del Sistema 
Nacional Descentralizado de Gestión de Riesgos, cuya rectoría es 
ejercida por la autoridad nacional competente en materia de gestión 
de riesgos. La gestión del servicio contra incendios en cada territorio 
cantonal corresponde a los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
municipales o metropolitanos, en articulación con las políticas, normas 
y disposiciones que emita el ente rector nacional, la ley que regula la 
organización territorial, autonomía y descentralización y lo establecido 
por el Consejo Nacional de Competencias.

Artículo Reglamento a la Ley de Seguridad Pública y del Estado

Art. 3

Del órgano ejecutor de Gestión de Riesgos.- La Secretaría Nacional de 
Gestión de Riesgos es el órgano rector y ejecutor del Sistema Nacional 
Descentralizado de Gestión de Riesgos. Dentro del ámbito de su 
competencia le corresponde:

a) Identificar los riesgos de orden natural o antrópico, para reducir 
la vulnerabilidad que afecten o puedan afectar al territorio 
ecuatoriano;

b) Generar y democratizar el acceso y la difusión de información 
suficiente y oportuna para gestionar adecuadamente el riesgo;

c) Asegurar que las instituciones públicas y privadas incorporen 
obligatoriamente, en forma transversal, la gestión de riesgo en su 
planificación y gestión;

d) Fortalecer en la ciudadanía y en las entidades públicas y privadas 
capacidades para identificar los riesgos inherentes a sus respectivos 
ámbitos de acción;
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Art. 3

e) Gestionar el financiamiento necesario para el funcionamiento del 
Sistema Nacional Descentralizado de Gestión de Riegos y coordinar 
la cooperación internacional en este ámbito;

f) Coordinar los esfuerzos y funciones entre las instituciones públicas 
y privadas en las fases de prevención, mitigación, la preparación y 
respuesta a desastres, hasta la recuperación y desarrollo posterior;

g) Diseñar programas de educación, capacitación y difusión orientados 
a fortalecer las capacidades de las instituciones y ciudadanos para 
la gestión de riesgos; y,

h) Coordinar la cooperación de la ayuda humanitaria e información 
para enfrentar situaciones emergentes y/o desastres derivados de 
fenómenos naturales, socionaturales o antrópicos a nivel nacional 
e internacional.

Art. 18

Rectoría del Sistema.- El Estado ejerce la rectoría del Sistema Nacional 
Descentralizado de Gestión de Riesgos a través de la Secretaría 
Nacional de Gestión de Riesgo, cuyas competencias son:

a) Dirigir, coordinar y regular el funcionamiento del Sistema Nacional 
Descentralizado de Gestión de Riesgos;

b) Formular las políticas, estrategias, planes y normas del Sistema 
Nacional Descentralizado de Gestión de Riesgos, bajo la supervisión 
del Ministerio de Coordinación de Seguridad, para la aprobación 
del Presidente de la República;

c) Adoptar, promover y ejecutar las acciones necesarias para 
garantizar el cumplimiento de las políticas, estrategias, planes y 
normas del Sistema;

d) Diseñar programas de educación, capacitación y difusión orientados 
a fortalecer las capacidades de las instituciones y ciudadanos para 
la gestión de riesgos;

e) Velar por que los diferentes niveles e instituciones del sistema, aporten 
los recursos necesarios para la adecuada y oportuna gestión;

f) Fortalecer a los organismos de respuesta y atención a situaciones de 
emergencia, en las áreas afectadas por un desastre, para la ejecución 
de medidas de prevención y mitigación que permitan afrontar y 
minimizar su impacto en la población; y,

g) Formular convenios de cooperación interinstitucional destinados al 
desarrollo de la investigación científica, para identificar los riesgos 
existentes, facilitar el monitoreo y la vigilancia de amenazas, para el 
estudio de vulnerabilidades.




